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Las comunidades indígenas, víctimas ancestrales del abandono y la 
discriminación, enfrentan ahora la amenaza del crimen organizado. 


Los sicarios invaden estos territorios y arrinconan a sus pobladores: huir, 
adaptarse o defenderse son las únicas opciones que tienen para sobrevivir. 

El 'Coyote' ordena a la 'Pantera' que suba al bosque acompañado del 'Diablo'. En la 
vieja comisaría, que ahora es el cuartel de la ronda comunitaria de San Francisco 
Cherán, casi todos tienen nombres de animales para que nadie de fuera sepa 
quiénes son. 

Hasta hace cinco años, los hombres que hoy visten uniformes militares eran 
maestros o campesinos. Nunca habían disparado un arma, tenían una vida 
ordinaria y vivían del bosque. Pero el 15 de abril de 2011, cansados de que un 
grupo de talamontes explotara sus áreas naturales, controlara sus carreteras para 
pasar droga y corrompiera a las autoridades, decidieron echar al crimen y, con 
él, a gobernantes y policías. Se les fueron encima con piedras y cohetes. Cientos 
de indígenas se defendieron de narcotraficantes coludidos con el gobierno 
municipal y, a partir de entonces, decidieron cuidarse a sí mismos. Crearon sus 
propios códigos de seguridad, se entrenaron unos a otros, tomaron los viejos 
rifles de los municipales y perdieron sus nombres. Ahora 90 hombres con apodos 
de animales protegen a 18.000 cheranenses. 











'Algo teníamos 
que hacer, 
estaban 
acabando con 
nosotros'. 

En este municipio 
de Michoacán, en 
el centro de la 
meseta 

purépecha, donde 
se concentran la 
mayoría de los 

117.221 habitantes de esta etnia (un 2,6% de la población del estado), se ha 
consolidado un gobierno comunitario único en el país, en el que no hay 
presidente municipal, policía, ni partidos políticos. Los purépechas han 
creado su propio gobierno por usos y costumbres para luchar contra grupos 
criminales como Los Caballeros Templarios, que dominan en el resto de la 
región. 

La sede de 'la ronda' - como se le llama a las policías comunitarias en los pueblos 
purépechas - es un edificio semivacío ocupado por unas cuantas literas 
maltratadas y un par de viejos escritorios. Hay un cuarto gris y frío que funciona 
como cárcel. Un hombre pasa todo el día pegado a una radio destartalada, 
mientras el resto de los comuneros patrullan el pueblo y parte del bosque. 
Después de tomar café, 'Pantera' y 'Diablo' obedecen a su jefe, se levantan de un 
par de sillas plegables e intentan arrancar una camioneta descompuesta que 
hasta hace cinco años era propiedad de los policías municipales. Otro furgón 
lleno de madera, confiscado a los contrabandistas, está estacionado junto a una 
fila de vehículos. Buscan algún auto que funcione para patrullar. 

'Diablo' dice que cuando entró a 'la ronda' sabía que tal vez no regresaría. A 
varios conocidos suyos los habían matado o desaparecido. Las mafias que 
operaban en este municipio michoacano, al suroeste del país, saquearon toda la 
madera del terreno en el que vivía su familia y luego lo quemaron. Se quedó sin 
nada. "Algo teníamos que hacer, estaban acabando con nosotros", dice el ahora 
comunero montado en la patrulla. 









Vladimir Aguilar: 

“EL ARCO MINERO 
ES UNA ARREMETIDA 
CONTRA LOS 
DERECHOS 
INDÍGENAS” 

Vladimir Aguilar es un abogado 
especializado en derecho indígena que 
cuenta con respeto y admiración por 
parte de las comunidades originarias del 
país, con las que trabaja estrechamente. 

Además de politólogo y doctor en Estudios del Desarrollo, es director del Grupo de Trabajo 
de Asuntos Indígenas (GTAI) de la Universidad de los Andes, con quien conversamos a 
propósito de celebrarse este 9 de agosto otro Día Internacional de los Pueblos Indígenas. 

-¿Cuál es el balance sobre la situación de las comunidades originarias en 
nuestro país? 

- El balance es pesimista, a pesar de todos los avances que en materia normativa y 
legislativa se han venido dando en nuestro país: A mayor normativa jurídica ha existido 
mayor fragmentación de los territorios y en consecuencia mayor cooptación de las 
organizaciones indígenas. Todo ello responde a la política extractivista que el Estado 
venezolano ha venido desarrollando en los últimos años. El Arco Minero del Orinoco ha 
puesto al descubierto esta política de extracción ilimitada de recursos a través de la Agenda 
Económica Bolivariana como la expresión final del Plan de la Patria, donde ya se venía 
definiendo que Venezuela como país potencia desde el cual se pudieran explotar recursos 
convertidos en materia prima para el mercado internacional. Hay una relación directa entre 
el balance negativo del estado de los derechos indígenas con la aceleración de la política 
extractivista del Estado venezolano. 

- Siendo el derecho la tierra la principal demanda de los Pueblos 
Indígenas ¿Cuáles son las razones que explican el retraso en el proceso de 

demarcación de sus territorios? 

- Hay razones de carácter institucional, de falta de acompañamiento entre derechos 
reconocidos e instituciones que estén a la altura para materializarlos. Las áreas ricas en 





recursos minerales coinciden con los territorios que de manera ancestral han venido 
ocupando los indígenas. Ante una política económica y saldar una deuda histórica, como es 
el reconocimiento de los territorios, el Estado va a escoger el aceleramiento de esta política 
extractivista. Un tercer elemento tiene que ver, lamentablemente, con la perdida de 
fortaleza del movimiento indígena venezolano para enfrentar estas políticas que amenazan 
sus territorios. Entonces hay tres niveles. Un nivel de abajo hacia arriba, la ausencia de 
organizaciones fuertes indígenas; uno intermedio: la política del Estado de expoliación de 
recursos y un último nivel: la falta de acoplamiento entre derechos reconocidos en la 
Constitución y los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales y las instituciones 
que tienen que hacer efectivos estos derechos a través de políticas públicas interculturales e 
indígenas que, lamentablemente, no existen en nuestro país. 

- Después de 3 años de gestión ¿Nicolás Maduro ha sido una ruptura o 
continuación de la política indígena de Hugo Chávez? 

- Ha existido una profundización de la política entreguista de los recursos naturales a 
intereses extranjeros. Es posible que lo mismo hubiese ocurrido si el presidente Chávez 
hubiese estado vivo, porque la política económica que venía implementando era 
insostenible. La política del presidente Maduro es más agresiva, de desmembramiento 
sistemático del movimiento indígena venezolano, de persecución a sus líderes. También 
hay mayor presencia militar en las instituciones y en territorios fronterizos. 

- ¿Cuál debería ser el papel de la Asamblea Nacional en cuanto a 

derechos indígenas? 

- A través de una iniciativa legislativa es posible convertirlos procesos de autodemarcación 
que ya existen en muchísimos pueblos indígenas en demarcación, un derecho consagrado 
en el artículo 119 de la Constitución. En el país ha habido 17 años de reconocimiento de 
derechos, en este momento lo que se trata es de avanzar cualitativamente en su ejercicio. Si 
bien existe un 12% de titulación de territorios, esta iniciativa legislativa nos permitiría 
también mirar si esas titulaciones responden a lo contenido dentro de los instrumentos 
jurídicos internacionales y la Constitución, pues se han venido dando desde una visión 
agrarista, asumiendo a los pueblos indígenas como comunidades campesinas. 









- Ante las críticas, el gobierno creó un Ministerio de Minería Ecológica. 
¿Ayudará en disminuir los impactos negativos? 


- El Ministerio de Minería Ecológica es una tautología: No hay minería ecológica. Por 
donde lo observemos el Arco Minero es una arremetida contra los derechos indígenas y 
viene a ser el corolario de la fragmentación de los territorios que han venido ocupando. No 
hay ninguna experiencia conocida que indique que pueda haber una minería de carácter 
sustentable, menos en las condiciones en las que se encuentra nuestro país. 


- Hay denuncias sobre participación guerrillera en actividades de 
minería, ¿son ciertas las denuncias? 

- Hemos visto situaciones de microestallidos y microenfrentamientos en zonas del estado 
Bolívar y Amazonas, donde algunas organizaciones indígenas han venido siendo 
confrontadas por estas guerrillas que también actúan como cuerpos armados de los mineros 
ilegales, e incluso de las propias empresas mineras. Sí hay paramilitares y guerrilla 
haciendo minería ilegal y custodiando mineros ilegales en nuestro país, eso es un hecho. 
(Prensa Provea) 

Facilitado por Javier García 10217674/ Movimiento Laborista 

























































EL GOB IERNO 


El Mayor General Alexander Hernández Quintana, quien 
además de ser el n 2do a bordo" de la Compañía Militar 
después de Padrino López, es el hombre que se encarga 
de captar profesionales y asimilarlos a las FANB para 
luego ponerlos a trabajar en la Compañía Anónima 
Caminpeg. Solo este año se asimilaron 700 
profesionales que serán los capataces de miles de seres 
humanos que trabajaran como mano de obra esclava. 

A finales de Febrero de 2016, en el marco de precios bajos del petróleo y en 
franca crisis económica y política, se llevó a cabo el primer gran acto de Apertura 
de los capitales trasnacionales mineros en Venezuela. 

El Banco Central del país, cedió su auditorio para dicha reunión y los oradores de 
orden fueron el Presidente de la República Nicolás Maduro y el Ministro de Petróleo 
y Minería y Presidente de Pdvsa Eulogio del Pino, quien explicó que el modelo de 
propiedad mixta, aplicado a la Faja Petrolífera del Orinoco, debía ser replicado en 
la minería. 







En ese acto se firmaron acuerdos para la certificación de reservas, certificación que 
por cierto, el Servicio Geológico de EE.UU (USGS) tiene cartografiada con bastante 
precisión desde hace mucho tiempo. 

Por otra parte, en dicho acto, se dio borrón y cuenta nueva, a un conflicto que 
incluso llegó a tribunales internacionales con respecto a uno de los yacimientos 
venezolanos de oro más grandes del mundo "las Cristinas". Se devolvió la 
concesión a los canadienses y casi se les pidió perdón por haberle suspendido sus 
operaciones durante estos años de chavismo. 

Aunque Eulogio le tocó presidir este primer acto ya avanzaba con fuerza la 
corriente de que Pdvsa -y sus funcionarios- debían quitársele todo "el peso" del 
paraguas industrial y social para dedicarse exclusivamente a las actividades 
petroleras. Pdvsa comenzaba a "deslastrarse" de las actividades, que durante un 
siglo, ejerció la cámara privada venezolana de hidrocarburos y las trasnacionales 
de servicios. Así que Pdvsa estaba demasiado ocupada tratando de dejar de ser 
roja, de retroceder el tiempo a 5 lustros atrás, de volver a sus maneras, formas y 
fondos, como para venir ahora a encargarse del gigante Arco Minero. 

Por eso y para ser coherentes, en Junio, el ejecutivo creó un nuevo Ministerio 
llamado de Desarrollo Minero Ecológico, que funcionaría como un ente "soft" o 
amortiguador del gobierno militar paralelo ejercido por Padrino López y la 
Compañía Anónima Militar CAMINPEG. El Ministerio "soft ecológico" se encargaría 
de las menudencias, como informar al Ministerio de Planificación-civil acerca de 
cómo se estaban Planificando las actividades mineras en el Ministerio de 






Planificación-militar. También se encargaría de apaciguar a los movimientos 
ecologistas inocuos del país, que combaten la contaminación de los ríos, pero no 
combaten al capitalismo. Ah y de reunirse con las pocas comunidades indígenas 
que sobreviven en las áreas aledañas a las minas, ofrecerles dinero, reubicarlas 
etc. 

Una vez hechos estos ajustes de funciones, a principios de Agosto se llevó a cabo 
una nueva reunión televisada en el mismo auditorio del Banco Central de 
Venezuela. Esta vez en la mesa de oradores ya no estaba Eulogio del Pino, muy 
ocupado en la limpieza de Pdvsa. En su lugar estaba como orador de orden el 
nuevo ministro soft, Roberto Mirabal, un técnico con capacidad de convertir una 
estafa en "una excelente oportunidad de desarrollo y progreso". Estaba también el 
Ministro de Planificación-civil a quien no se le cedió la palabra en ningún momento. 
En el acto de apertura de Febrero, Padrino López el Ministro de Defensa, estuvo 
sentado en el público y ni siquiera se le mencionó. En este segundo acto, Padrino 
ya ostentaba súper poderes ministeriales que lo colocan de Presidente de la 
República de facto, así que estuvo en la mesa de oradores, y el Presidente Maduro 
le cedió la palabra diciéndole "general en jefe". 

Padrino López aprovechó la oportunidad para decir que la Compañía Anónima 
Militar Caminpeg, había sido vilipendiada y atacada por grupos de derecha 
manipuladoras de la opinión pública, pero que ya pronto comenzarían a mostrar 
resultados concretos. Ratificó la disposición de la fuerza armada nacional en sus 4 
componentes a resguardar la seguridad de las operadoras dentro de las "Zonas 
Económicas Militares" a través de las "Unidades de Fuerzas Especiales". 

Cuando llegó el momento de la firma de los Convenios de Operación de las zonas 
económicas especiales mineras, se llamaron uno a uno a los representantes 
legales de las compañías. 

Por Caminpeg, firmó el Mayor General Alexander Hernández Quintana, quien 
además de ser el "2do a bordo" de la Compañía Militar después de Padrino López, 
es el Viceministro para Planificación y Desarrollo del Ministerio de la Defensa. Tiene 
entre sus funciones, garantizar los planes estratégicos del aparato productivo de la 
FANB, la formación, captación y alistamiento de Tropas Profesionales. Es decir, es 
el hombre que se encarga de captar profesionales y asimilarlos a las FANB para 
luego ponerlos a trabajar en la Compañía Anónima Caminpeg. Solo este año se 
asimilaron 700 profesionales que serán los capataces de miles de seres humanos 
que trabajaran como mano de obra esclava. 

Ahora se entiende, aquella duda de cómo iban a hacer los militares para entrar en 
las operaciones petroleras y mineras, si su entrenamiento no estaba enfocado a 
esas áreas. Pues resulta que el Viceministerio de Planificación-militar, busca a los 
recién graduados civiles, los asimila a la estructura militar, el Estado les paga un 
sueldo, e inmediatamente entran a trabajar en una Compañía Anónima, cuyas 
ganancias por los servicios prestados se manejan internamente. Luego esta 




Compañía muy posiblemente con ventajas fiscales, paga algo de impuestos, y 
listo. 

Aunque parezca muy ético eso de impulsar las fuerzas productivas del país "a 
través de cuerpos disciplinados", la verdad es, que ese cuerpo disciplinado 
armado, debería estar en pro de los intereses de toda la nación, y ahora maneja 
su propia compañía con beneficios particulares. Más temprano que tarde, este 
cuerpo se enfrentará al resto de la sociedad para defender sus intereses. 

Viéndolo así, las críticas que ha hecho el Mayor General Clíver Alcalá al avance del 
Arco Minero, son timoratas, pues solo atacan los aspectos ecológicos, pero no 
tocan ni con el pétalo de una rosa, la ética militar que justifica que "legalmente" la 
FANB pueda tener intereses económicos separados del país. Ya no estaríamos 
hablando de militares corruptos que amasan fortunas en las sombras, sino de una 
nueva casta militar que creó los mecanismos legales, financieros y organizativos 
para explotar las riquezas del país, bajo la amenaza de "si no nos dan lo que 
pedimos se acabó la democracia". 









Quien escribe este ensayo por cierto, no pertenece a ninguna mafia garimpeira del 
oro, a ninguna banda paramilitar, ni tampoco aspira a ser un rock star. Pero no 
podemos ser tan silentes como para no decir al menos, que la explotación del 
coltán en el mundo se hace a cielo abierto o en ríos y eso no tiene tecnología que 
logre mitigar los efectos ambientales. Tampoco podemos obviar que la compañía a 
la que se le dio la concesión por 13 años para explotar coltán en el Arco Minero, 
Faoz Mining, no tiene mayor referencia pública que una página web vacía y el 
registro del seguro social de quien apareció en el acto a firmar, el cual muestra 
que esta persona fue geólogo petrolero de PDVSA y que hace apenas hace 2 años 
se retiró, así que al menos la experiencia en el campo de la minería es muy poca. 
El narrador del acto dijo que Faoz Mining, había participado en la exploración de 
los fosfatos en el Estado Táchira entre el 2013 y 2014. Según algunos estudios 
publicados, la propuesta del trabajo exploratorio, fue realizar explotación a cielo 
abierto y se determinó que se verían afectadas algunas cuencas hidrográficas. 

De manera tal que el coltán será explotado en el arco minero venezolano, 
necesariamente con impacto ambiental y por una compañía de ninguna reputación 
tecnológica en la minería. Supuestamente invertirán 330 millones de dólares pero 
se espera un retorno de 10 mil millones. No es como mucho dinero para una 
empresa casi fantasma? Que gran compañía trasnacional estará detrás de esta 
mampara? 

Muchos piensan que los militares están allí para resguardar al país de las manos 
de las trasnacionales pero no es así, los militares están allí para resguardar a las 
trasnacionales, para abrirles paso y para participar de los ingentes recursos que 
esa actividad va a generar. Los militares darán continuidad a sus operaciones 
luego de caído el gobierno, la garantía de que eso ocurrirá es precisamente la 
participación en las ganancias, estarán cuidando su propio negocio. 

A nivel nacional ya han dado demostraciones de que protegerán al gran sector 
privado capitalista. Así lo demuestran las reuniones de la directiva de la Polar en 
las oficinas de Planificación del Ministerio de Defensa. 

Más allá de las críticas ecológicas, que son muy importantes, no se escuchan 
críticas dentro del chavismo de los movimientos económicos y políticos que se 
están dando. Pareciera que todos están distraídos con las firmas, el revocatorio, 
los candidatos presidenciales adelantados, el Mercosur, los juegos olímpicos. 
Ciertamente hay muchos lugares para distraerse, porque da miedo la crítica seria y 
profunda en estos momentos. Intereses poderosos se están reubicando en nuestro 
país. 
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El gobierno de Juan Manuel Santos llega a la mitad de su segundo mandato y los resultados 
son desastrosos. La locomotora minero-energética que debía jalonar la economía, se 
descarriló por la baja de los precios y la caída de las exportaciones de materias primas. 
Mientras el sector financiero reporta jugosas ganancias, se mantiene el estrangulamiento de 
la industria y la agricultura. El peso se devalúa, la inflación se dispara, aumenta la deuda 
externa y la balanza comercial es deficitaria. Ante el profundo hueco fiscal, es inminente 
otra reforma tributaria contra la clase media y los sectores populares. 

El desempleo, la carestía, la miseria, arrasan con los pobres y la hambruna mata sin 
clemencia la infancia, principalmente de las comunidades afrodescendientes e indígenas. 
Ante esta caótica situación, diversos sectores sociales no tienen más alternativa que 
movilizarse para reclamar los derechos básicos, que el Estado debe garantizar; siendo 
brutalmente reprimidos por la fuerza pública, amparados en las últimas leyes antisociales, 
que han venido imponiendo las bancadas parlamentarias Santistas y Uribistas. Además, se 
aumentan las amenazas y los asesinatos del paramilitarismo contra las organizaciones y los 
dirigentes que se atreven a disentir de las políticas estatales. 

Un logro importante de la gestión de Santos, se dio el 23 de junio de 2016, con el acuerdo 
sobre Cese al fuego y de hostilidades bilaterales y definitivas y Dejación de Armas de 
las FARC. 














Para favorecer el proceso de paz, mantenemos respeto por la mesa de La Habana. Siempre 
confiamos que cualquier diferencia, el país la podría conocer en el curso de nuestro 
proceso, que está abierto a la participación de la sociedad. Pero ante el congelamiento 
impuesto por el gobierno a la mesa con el Ejército de Liberación Nacional, y ante 
próxima la firma de un acuerdo definitivo de dejación de armas de las FARC, nos vemos 
en la obligación de expresar que no compartimos la esencia de estos acuerdos. 

Se evidencia que el objetivo principal de la comandancia de las FARC, es convertirse en 
una organización legal, aceptando unos acuerdos que exculpan al Estado de su 
responsabilidad en el desarrollo de la guerra sucia y el Terrorismo de Estado, a la vez que 
deforman los fundamentos esenciales del Derecho a la Rebelión. Así, el gobierno niega la 
naturaleza política del alzamiento armado y mantiene intacto el régimen oprobioso de 
violencia, exclusión, desigualdad, injusticia y depredación. 

Compartimos las inquietudes de diversos sectores de la sociedad, del movimiento social y 
político, frente a varias de las temáticas acordadas, ya que no interpretan sus expectativas, 
como la limitada participación de la sociedad; la negociación de asuntos sociales sin tener 
en cuenta a los sectores afectados; la justicia transicional que evita el enjuiciamiento al 
Estado por su culpabilidad en el genocidio; y la poca incidencia de lo acordado para 
modificar la realidad del país. 

El Estado colombiano, el Presidente y las Fuerzas Armadas han expresado con claridad que 
“la paz es la victoria”, y que a ella se llegó como resultado de la aplicación de la fuerza 
militar. Para ellos, la paz no es una convicción política, sino sólo un cálculo económico; 
pues les resulta más barato llevar la insurgencia a la legalidad sin comprometerse con las 
transformaciones que la sociedad necesita, y evitar la prolongación de una lucha de 
resistencia, que los viene desgastando y no podrán controlar. 

El Ejército de Liberación Nacional (ELN) ha reiterado que la paz sólo será posible si 
se dan transformaciones estructurales de la sociedad y del Estado, donde el pueblo sea 
el protagonista de las nuevas construcciones, que permitan la justicia social, la 
equidad, la dignidad y la soberanía. Mientras esta nueva Colombia no esté 
garantizada y se mantenga un régimen oligárquico basado en la violencia, sigue siendo 
un imperativo político mantenernos como rebeldes alzados en armas, para acompañar 
todas las luchas de resistencia social. 

Si durante estos más de 60 años de lucha guerrillera, la oligarquía no ha cedido parte de sus 
privilegios al pueblo, mucho menos lo hará después que la guerrilla se desarme. Por el 
contrario, se envalentonará con mayor represión contra los reclamos sociales y será más 
grande la entrega de la patria a los intereses imperialistas. Las clases que manejan el poder, 
sólo entienden que la paz es el desarme de las guerrillas, para maximizar sus ganancias. 




COLOMBIA 

PARA 105 TRABAJADORES 
NI UW PASO ATRAS 
LIBERACION O MUERTE 

ELN 



La oligarquía colombiana no quiere la paz, porque no permite cambiar su estructura 
de dominación, esto quedó demostrado en las negociaciones con las FARC, al colocar 
las “líneas rojas” de no tocar su modelo de explotación económica, de exclusión 
política o de barbarie militar. La poca voluntad de paz del gobierno, también se 
muestra al mantener congeladas las negociaciones con el ELN. 


Desde agosto de 2012, con el acompañamiento de la comunidad internacional, adelantamos 
reuniones formales con el gobierno de Santos en pos del objetivo de lograr una paz, que 
interprete el sentir de los colombianos. Múltiples incumplimientos, exigencias unilaterales e 
intentos de manipulación tuvimos que afrontar, pero logramos firmar el 30 de marzo del 
presente año, el acuerdo de Agenda para desarrollar la fase pública de las conversaciones, 
en un proceso abierto a la participación de la sociedad. 

Pasados 4 meses, las conversaciones están congeladas por decisión unilateral del gobierno, 
quien pretende imponer condiciones por fuera de la formalidad de la mesa, haciendo 
exigencias que jamás fueron acordadas, aunque son asuntos que están contemplados para 
ser discutidos. Al parecer el gobierno le tiene miedo a la participación de la sociedad. 

La fase pública de conversaciones con el ELN, implica darle la palabra a todos los 
colombianos y colombianas, a los sectores organizados, pero también a la pobrería, a 
quienes secularmente han estado excluidos, silenciados e invisibilizados. 

Debe abrirse un nuevo momento de participación democrática, donde la sociedad no puede 
seguir siendo una “invitada de piedra”, sino que debe ganar el protagonismo para diseñar 
los cambios. Las propuestas que produzca este proceso participativo de la sociedad, no 
puede quedarse en simples recomendaciones o insumos, sino que por el contrario deben ser 
propuestas a instrumentalizar, para poder hacerlas realidad. 



La paz no es el desarme de la guerrilla, sino una 
construcción multicolor, donde la participación 
popular cobra vida y se concreta en las 
transformaciones de la nueva nación. Si la 
sociedad plantea la democratización del poder, 
es la oligarquía la que debe definir si permite los 
cambios o continúa manteniendo la guerra y 
haciendo política mediante la violencia. 



En la actualidad, lo que está en el orden del día 

no es un Plebiscito para desarmar a una organización guerrillera, sino la necesidad de 
construir una paz verdadera, pues de poco servirán unos acuerdos parciales si continúa el 
conflicto social y armado. 


El Ejército de Liberación Nacional (ELN) convoca a todos los sectores populares y 
clases medias de la ciudad y del campo; a los industriales, agricultores y comerciantes 
atropellados por la competencia desleal de las empresas transnacionales; a los movimientos 
y partidos políticos de izquierda, democráticos y de centro que buscan alternativas al 
régimen; a las mujeres, LGTBI y demás sectores genetistas que no sólo buscan la igualdad 
ante la ley, sino la equidad frente a la vida; a los estudiantes y la juventud que piden ser los 
arquitectos del futuro; a todos los patriotas que quieren una república soberana; a todas y 
todos, les ofrecemos esta fase pública como un gran Diálogo Nacional, para que 
construyamos la Nueva Colombia en paz. 


El ELN sigue manteniendo en alto la bandera de la paz, siempre junto al pueblo, en sus 
luchas de resistencia frente a la oligarquía y el imperialismo. 

La rebelión, a la que hemos acudido como legítimo derecho del pueblo ante un régimen 
ilegítimo, es la renuncia a obedecer a los poderosos, para colocarnos del lado de los 
humildes y desposeídos. Pero esta lucha de resistencia no es sólo militar, sino que abarca 
todas las dimensiones de los sueños y las aspiraciones de las mayorías, donde quienes 
perseveran siempre logran la victoria. 

¡COLOMBIA PARA LOS TRABAJADORES! 

¡NI UN PASO ATRÁS, LIBERACIÓN O MUERTE! 

Dirección Nacional y el Comando Central Del Ejército de Liberación 

Nacional 

Montañas y ciudades de Colombia 
Agosto 5 de 2016. 








Por: Redacción CRITERIO 
redacción @ criterio, hn 

El presidente del Banco Mundial, Jim Kim coloca a un lado los problemas de derechos humanos y 
acepta que el asesinato de líderes de comunidades indígenas es necesario para el desarrollo 
hidroeléctrico, publicó este miércoles la asociación Social Justice Committee of Montreal (SJC) 
Después de referirse a la muerte de un activista indígena que se había opuesto a un proyecto 
hidroeléctrico, dijo “No se puede hacer el tipo de trabajo que estamos tratando de hacer y no tener 
algunos de estos incidentes suceda.” 

Este video contiene extractos de la versión completa, disponible enutsnyc.edu. Kim hizo estas 
declaraciones en un evento llamado el principio de la Merced: El presidente del Banco Mundial, 
Jim Yong Kim, en el Seminario teológico de la unión en la ciudad de Nueva York en abril de 2016. 
Esta es una transcripción de la versión editada: 

“Tenemos 188 países miembros y como se puede imaginar, hay opiniones muy diferentes sobre si 
se puede o no puede ser un” derechos humanos “organización de base. Y para la gran mayoría de 
los miembros, siendo una organización de derechos humanos va más allá de los artículos del 
acuerdo. Así que estamos manejando en este momento. Lo que estamos tratando de hacer es 
encontrar una solución alternativa. 

Ya sabes, el cambio climático es una terrible, horrible situación, pero la gente necesita energía, 
¿verdad? En esta situación en Honduras con la energía hidroeléctrica, sé que hay una gran cantidad 
de crítica de la energía hidroeléctrica, pero se va a poner el poder en lugar de todos modos. 

Si nos vamos a África y decimos: “De acuerdo, sin la energía hidráulica, nuclear no, y no al carbón, 
pero nosotros queremos que usted tenga el poder”, que no es grave. Usted no está siendo serio. 

Creo que nuestro compromiso es escuchar las voces de los Cáceres Berta del mundo. Tenemos que 
escuchar esas voces. Y lo que ahora hemos sido capaces de hacer es decir, bien, en este caso, en 
lugar de carbón, vamos a hacer hidroeléctrica, pero lo haremos hidroeléctrica de una manera que 
todo el mundo está reasentada en una situación que es mejor que la situación que estaban viviendo, 
tan buena o mejor. 

No podemos dar un paso atrás y decir: “Esto es demasiado controvertido, por lo que todos ustedes 
no van a tener energía.” Debido a lo que van a decir es, que eso es una violación de los derechos 
humanos también! 

“No se puede hacer el tipo de trabajo que estamos tratando de hacer y no tener algunos de estos 
incidentes suceder. Sólo tenemos que ser honestos cuando sucede, lo admite, y luego tratar de 
encontrar una solución lo mejor que podamos”, dijo Jim Kim. 




















(Por Baher Kamal) 

✓ 

««Traducido por Alvaro Queiruga. 


Roma, 25 de julio (IPS).- Ya no se trata de restablecer los derechos legítimos de los más de 
370 pueblos indígenas en 70 países, muchos de los cuales viven en condiciones precarias, 
sino de su papel clave en la lucha contra el cambio climático, subraya la relatora especial de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

“Muy pocos países han asumido un compromiso claro con un requisito del Acuerdo de 
París sobre Cambio Climático que (estipula) que los países que emprenden actividades 
contra el cambio climático deben asegurar los derechos de los pueblos indígenas” dice la 
relatora Victoria Tauli Corpuz, ella misma una dirigente indígena del pueblo kankanaey 
igorot de Filipinas. 

"A menos que ayudemos a los pueblos indígenas a lograr una tenencia segura de la tierra y 
un mejor gobierno, será muy difícil alcanzar soluciones a largo plazo. Nos estamos 
quedando atrás, y tenemos que hacer más": René Castro Salazar. 

La relatora recuerda “la gran cantidad de muertes violentas de personas que protegían sus 
bosques y derechos a la tierra en 2015 - el año más mortal para los defensores del ambiente 
que se registre”, afirmó. 

“Es una situación grave en términos de respeto de los derechos de los pueblos indígenas”, 
declaró ante los participantes del Comité Forestal de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), que sesionó en la capital italiana del 
18 al 22 de este mes. 












































































“Los pueblos indígenas de todo el mundo experimentan las consecuencias de 
la colonización y la invasión históricas de sus territorios, y son objeto de 
discriminación debido a sus distintas culturas, identidades y formas de vida”, 
expresó Tauli Corpuz. 

“Los gobiernos deben hacer mucho más para ofrecer las condiciones 
propicias necesarias para que los pueblos indígenas, las comunidades locales, 
los pequeños productores y sus organizaciones recuperen los paisajes 
degradados y logren la mitigación y la adaptación al cambio climático en la 
práctica”, recomendó la FAO. 

En concreto, René Castro Salazar, subdirector general de la FAO, advirtió que el tema de 
los derechos indígenas a la tierra y los territorios es “fundamental” para el éxito de las 
iniciativas frente al cambio climático. 

“A menos que ayudemos a los pueblos indígenas a lograr una tenencia segura de la tierra y 
un mejor gobierno, será muy difícil alcanzar soluciones a largo plazo. Nos estamos 
quedando atrás, y tenemos que hacer más”, exhortó. 

«»Vastas reservas de carbono. 

Un tercio de los bosques del planeta son gestionados de alguna manera por familias, 
pequeños agricultores, comunidades locales y pueblos indígenas, y representan algunas de 
las mayores reservas de carbono, informó la FAO durante la reunión. 

Solo los bosques comunitarios reconocidos por los Estados albergan aproximadamente 
37.700 millones de toneladas de reservas de carbono. 

“Los pequeños productores familiares, las comunidades locales y los pueblos indígenas 
tienen un papel clave que desempeñar en la preservación de estas reservas de carbono 
mediante la reducción de la deforestación. 

La gestión sostenible de los bosques y la recuperación de la cubierta de árboles como parte 
de las economías rurales productivas, particularmente cuando pertenecen a las 
organizaciones de productores fuertes”, según la agencia de la ONU. 

Además, unos 1.500 millones de hectáreas de tierra tienen el potencial para que los 
pequeños agricultores combinen la agricultura con árboles. 

“Pero si no se encuentra la mejor manera de interactuar con los actores locales y alinear sus 
intereses con la conservación forestal se puede comprometer significativamente las 
posibilidades de lograr las metas de captura de carbono y de mitigación”, advirtió. 

<o>Una mayor propiedad. 

En una declaración final emitida al término de la reunión de Roma, los participantes 
instaron a los gobiernos a establecer las condiciones propicias necesarias para que las 
comunidades locales, los pueblos indígenas y los productores locales “gestionen territorios 
más grandes, de asegurar y hacer cumplir los derechos de tenencia a la creación de 
incentivos comerciales favorables y ofrecer servicios de extensión técnica, financiera y 
empresarial”. 




También pidieron a los mecanismos de financiación global, las 
políticas estatales y los inversores privados que dirijan la inversión y el 
apoyo a las comunidades locales, los pueblos indígenas, los pequeños 
productores y las organizaciones de productores. 

Por último, solicitaron que las iniciativas de cambio climático le den 
“una mayor propiedad a las comunidades locales, los pueblos 
indígenas, los pequeños productores y las organizaciones de 
productores, para que participen en la evaluación... cualitativa de la 
cubierta forestal y los árboles en las explotaciones agrícolas que 
gestionan”. 

«^Precarios medios de vida de millones de personas. 

Con motivo de la reunión de Roma, la FAO publicó un nuevo estudio 
que ayuda a llenar un vacío de conocimiento sobre la presencia y la 
extensión de los bosques y los árboles en las zonas áridas del mundo, donde la seguridad 
alimentaria y los medios de vida de millones de personas, de por sí precarios, se ven cada 
vez más amenazados por el cambio climático. 

Los resultados preliminares del estudio señalan que los árboles están presentes con enormes 
diferencias de densidad en casi un tercio de los 6.100 millones de hectáreas de zonas áridas 
del planeta, lo que abarca un área más de dos veces superior al tamaño de África. Casi 18 
por ciento de esa zona contiene bosques. 

Se calcula que 2.000 millones de personas - 90 por ciento de ellas en el Sur en desarrollo - 
viven en zonas áridas. Estudios recientes han indicado la necesidad de recuperar estas 
tierras para lidiar con los efectos de la sequía, la desertificación y la degradación de la 
tierra. 

En particular, se espera que la disponibilidad de agua en las tierras áridas disminuya aún 
más debido a los cambios en el clima y el uso del suelo, advierte el nuevo estudio. 

“Las personas pobres que viven en zonas rurales remotas serán las más vulnerables a la 
escasez de alimentos, lo que combinado con la violencia y la agitación social ya son 
factores importantes que llevan a la migración forzada en las regiones áridas de África y 
Asia occidental”, pronostica. 

Hasta ahora, ha habido poco conocimiento de base estadística en los árboles de secano - en 
particular los que crecen fuera de los bosques - a pesar de su importancia vital para los 
seres humanos y el ambiente, según el estudio. 

Las hojas y los frutos de los árboles son fuente de alimentos para los seres humanos y 
forraje para los animales. Su madera proporciona el combustible para cocinar y calentar la 
vivienda y puede ser una fuente de ingresos para los hogares pobres. 

Los árboles protegen los suelos, los cultivos y los animales contra el sol y el viento, 
mientras que los bosques son a menudo ricos en biodiversidad. 

Las tierras áridas se dividen en cuatro zonas, como se aprecia en este mapa. La zona 
subhúmeda es la menos árida de las cuatro y consiste sobre todo en la sabana sudanesa, los 
bosques y pastizales de América del Sur, las estepas de Europa oriental y el sur de Siberia y 
la pradera canadiense. 



La mayoría de los bosques áridos se encuentran en esta zona, al igual que grandes 
superficies de agricultura intensiva sometida a regadío, a lo largo de los ríos perennes. 

En el otro extremo, la zona hiperárida es la más seca y está dominada por el desierto. El 
Sahara solo representa 45 por ciento del total, y el desierto de Arabia es otro componente 
de gran tamaño. 

«»Traducido por Alvaro Queiruga. 







